PROYECTO   DE   RESOLUCIÓN

La CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE SANTA FE

RESUELVE

1º - Dirigirse al H. Senado de la Nación para que, en ejercicio de las facultades que le otorga el Artículo 64º de la Constitución Nacional, otorgue la banca que por la minoría corresponde en las elecciones del 14 de octubre de 2001 en Capital Federal, a la lista que obtuvo la primer minoría por sumatoria de votos.- 

2º - Exhortar a los H. Senadores Nacionales de la Provincia de Santa Fe a votar en consecuencia.-

Señor Presidente: 

Las elecciones legislativas del año 2001 tuvieron el carácter de históricas puesto que por primera vez aplicaba el sistema creado por la reforma constitucional del año 1994 por la que se elegían dos Senadores Nacionales por la mayoría y uno por la minoría, además que implicaba un recambio total de dicho cuerpo.-

Así fue que en la Ciudad de Buenos Aires los dos Senadores por la mayoría correspondieron a la por entonces oficialista ALIANZA, y para ocupar la banca por la minoría la Junta Electoral nombró al maestro Alfredo Bravo, quién había salido segundo.-

En ese momento el FRENTE POR UN NUEVO PAIS impugnó tal decisión ante la Junta Nacional Electoral por considerar que el primer candidato de esa alianza electoral, Gustavo Béliz, había sacado más votos que Alfredo Bravo porque a este no se le debían sumar los sufragios correspondientes a las dos listas por la que se presentaba: ARI y NUEVO MILENIO.-

A partir de allí devino una disputa judicial que llevó mas de diecisiete meses y en la que se discutió la interpretación del Artículo 54º de la Constitución Nacional y el verdadero alcance de la voluntad popular.-

Cabe recordar que la controversia tuvo las siguientes instancias judiciales:

1º - En un incidente anterior a las elecciones, la Justicia Electoral de Primera Instancia posibilitó la sumatoria de votos de las dos listas que llevaban como primer candidato a Alfredo Bravo.-

2º - La Junta Nacional Electoral ante la impugnación efectuada por la alianza Frente por Un Nuevo País falló confirmando la decisión de primera instancia.-

3º - La Cámara Nacional Electoral falló en contra de la sumatoria de los votos;

4º - El Procurador General de la Nación dictaminó a favor de la sumatoria de votos;

5º - La Corte Suprema de Justicia de la Nación por medio de sus Conjueces falló en contra de la sumatoria de votos por 5 a 4.-

Es decir: si hacemos un raconto final de todo el proceso advertimos que cuatro integrantes del Poder Judicial le dieron la razón a una de las partes y otros cuatro a la otra parte.

Este último hecho subraya la particularidad que tiene el caso que nos ocupa sumado a sus antecedentes que creemos necesarios analizar:

a) La forma, normas, procedimiento y decisiones de toda naturaleza que rigen un comicio electoral deben ser anteriores al acto electoral puesto que si no fuesen conocidas previamente “... por el electorado y por las agrupaciones políticas cuyas listas de candidatos competían por el acceso al poder”
 se infringirían “las reglas de juego partidario creando una situación de desigualdad entre los competidores”
, vulnerándose así las bases esenciales de nuestro sistema republicano.

Es por ello que el Código Nacional Electoral
 destinó su Título III a “... Los Actos Preelectorales”, reglando la convocatoria a los comicios
, la función de los fiscales y apoderados de los partidos
, la oficialización de las listas de candidatos y boletas del sufragio
 y la distribución de los equipos y útiles electorales.-

Este Título III y su carácter preelectoral tienen por finalidad zanjar en forma definitiva toda cuestión que tenga que ver con el comicio con anterioridad a su desarrollo, de forma que este acto trascendental para la vida institucional de la Nación tenga reglas claras, concretas y transparentes, conocidas por todos sus participantes con anterioridad, evitándose así el manto de sospecha que arrojaría sobre la elección de los representantes del pueblo decisiones posteriores y sorpresivas que alteren sus reglas iniciales.-
Cada comicio se rige por la Constitución, la ley, las normas supralegales, los convenios internacionales aplicables y las resoluciones que la junta y justicia electoral dicten en su función de interpretar a las primeras. Estas resoluciones de la Junta y la Justicia Electoral, cuando quedan firmes constituyen normas jurídicas de alcance particular y, por ende, de aplicación obligatoria
 al comicio del que se trate y en cuyo marco se dictan.-

Con anterioridad al comicio en cuestión se cumplieron todas las etapas previas que fija la ley presentándose, y luego oficializándose, las listas de candidatos y las boletas del sufragio. En dicha ocasión todos tuvieron la oportunidad de oponerse a determinadas listas o boletas si consideraban afectados sus derechos.-

La Alianza “Frente por Un Nuevo País”, que postulaba como primer candidato a Senador Nacional al actual Ministro de Justicia y Derechos Humanos de la Nación, Dr. Gustavo Béliz, y como segundo candidato a la Dra. María Laura Leguizamon, si consideraba inapropiado que dos agrupaciones distintas lleven una misma lista en diferentes boletas o bien de considerar improcedente la sumatoria de sus votos, como se dispuso en la oportunidad de su oficialización, debió oponerse a ella (como algunos infructuosamente intentaron) y luego en su caso apelarla
; otro tanto cabe decir de las boletas del sufragio que ninguna observación le merecieron al actual impugnante tardío.

Si la Alianza “Frente por Un Nuevo País” consideró afectado su derecho por la existencia de una misma lista llevada por dos agrupaciones diferentes, (Ari y Nuevo Milenio, que postulaban al maestro Alfredo Bravo y a la Sra. Susana Rinaldi) debió plantear la cuestión al oficializarse tal lista y sus respectivas boletas en lugar de esperar a perder las elecciones para hacerlo.

La pretensión de cambiar las reglas electorales con posterioridad al comicio, reconociendo el resultado adverso del escrutinio definitivo para imponer al senador menos votado en desmedro del pronunciamiento mayoritario, nos recuerda prácticas y conductas que suponíamos desterradas de la política nacional y que significaron en esta etapa de la República un verdadero retroceso moral e histórico.- 

Nuestro más alto tribunal ya se pronunció por la procedencia de la sumatoria de votos a un mismo candidato aunque los reciba a través de diferentes boletas y sobre lo disvalioso de sustraer, con inconsistentes artilugios gramaticales, las elecciones a los candidatos más votados puesto que en esta cuestión “... subyace la defensa de la democracia respecto de la partidocracia”
 y “... una adecuada interpretación de las normas electorales exige privilegiar, entre las diversas interpretaciones posibles, aquélla que respete con mayor fidelidad la voluntad del pueblo, evitando frustrar la legítima”.-

b) En el proceso Preelectoral que antecedió al comicio que nos ocupa, más precisamente en el trámite de oficialización de la lista presentada por el Partido Popular Nuevo Milenio, la Justicia Electoral, tuvo que intervenir en un incidente planteado precisamente para determinar si se debían sumar o no los votos del ARI y de Nuevo Milenio en el caso de Senador y dictó la correspondiente resolución expidiéndose por la aprobación de tal sumatoria; dicha resolución constó en un expediente público y pudo ser apelada por cualquier parte que hubiera considerado afectados sus derechos. Ello no sucedió; la Resolución prevista en el Art. 61 primera parte del Código Electoral Nacional fue consentida, por lo que adquirió carácter de cosa juzgada y, como tal, fue una de las normas que rigió el comicio del 14/10/01.-

En la sentencia firme, pasada en cosa juzgada, dictada el 07/09/01, Registrada como Resolución N°111/01 recaída en la causa caratulada “Incidente de Oficialización de Candidatos a Diputados y Senadores Nacionales del partido “Popular Nuevo Milenio”-Elecciones 14 de Octubre 2001- Expte. N°262/00 (ppal.)”, del registro de causas de la Secretaría Electoral de la Capital Federal, se resolvieron las cuestiones que luego se transformaron en una nueva causa judicial.-

Resolvió la justicia electoral en pronunciamiento firme que “... debe destacarse que a fs. 43/45, obran agregadas las aceptaciones de candidaturas correspondientes a Alfredo Pedro Bravo, Susana Natividad Rinaldi y Delia María Tedín en los cargos de Senador Nacional Titular 1° y 2° Suplente 2° (de acuerdo a la aclaratoria formulada a fs. 65 y 67)”.-

“Por lo tanto, considerando que el Partido Popular Nuevo Milenio llevará como candidatos propios a los que también se presentan en la lista de la Alianza Alternativa por una República de Iguales, la suscripta considera que, tanto en el caso de los candidatos titulares a Senadores y como en el caso de los suplentes a la misma categoría, tal cuestión se encuentra superada”.-

“Que, en el caso particular del Candidato a Senador Suplente en 1° lugar, Sr. Héctor Alfredo Bravo, debemos realizar una mención especial. La misma consiste en que, si bien el Partido Popular Nuevo Milenio no ha logrado acompañar la aceptación de la candidatura del mentado Bravo, lo cierto es que al ser candidato de la Alianza Alternativa por una República de Iguales, podemos tener por convalidada su calificación como candidato a cargo público electivo, es decir, encuentra en su persona reunidos los requisitos que exige la normativa vigente al respecto (art.55 de la Constitución Nacional y 33 de la ley 23.298)”.-

“Asimismo, si consideráramos que el candidato en cuestión no ha reunido los requisitos exigidos, ello nos llevaría a encontrarnos con dos listas de idénticos Senadores Titulares (Alianza Ari y Popular Nuevo Milenio) y distintas listas en la categoría de Senadores Suplentes, toda vez que al impulsar el Partido Popular Nuevo Milenio una sola candidata en dicha lista, debería ir en primer lugar, con lo cual nos encontraríamos ante dos supuestos: el primero, las listas serían distintas, con lo cual no podrían sumar los votos que cada candidato obtenga en el comicio en ciernes – con el perjuicio que ello acarrearía – y, el segundo, la lista del Partido Popular Nuevo Milenio no incluiría a la nómina completa de Senadores tal como propugna el art. 156 del Código Electoral Nacional.”

“Así ello, si la suscripta resolviera en sentido contrario al propuesto en el párrafo décimo del presente considerando, acarrearía tanto al partido de autos como a la Alianza Ari, un grave perjuicio, toda vez que en el caso del Partido Popular Nuevo Milenio participaría sólo con lista de Diputados Nacionales y se encontraría privado de participar en la categoría de Senadores Nacionales y, en el caso de la Alianza Ari, si se oficializara la lista de Senadores del Partido Popular Nuevo Milenio – sin el candidato Héctor Bravo -, el perjuicio consistiría en que los candidatos propuestos a Senadores Nacionales no podrían sumar sus votos a los obtenidos en esa categoría por el otro partido de mención, por tratarse de listas distintas”.

“Cabe destacar que nada obsta a que una lista lleve los candidatos que propugna otra lista, siempre y cuando tal enumeración de cargos sea idéntica en ambas, dado que, de otra manera, al momento de contabilizar los votos obtenidos en cada una de ellas, no podrían sumarse a los candidatos propuestos”.

“En este sentido, cabe recordar lo dispuesto por el Superior el Fallo CNE n° 783/89: “... este Tribunal ha precisado ya, en distintas oportunidades el concepto de ‘lista’ (Fallos CNE n° 155/85, 181/85, 359/87, 367/87 y 721/89) definiendo que “lista o lista electoral es una enumeración en orden de precandidatos o candidatos nominados que cumplen determinados requisitos. En otras palabras, lista es una nómina ordenada de candidatos“. Siendo ello así, bien se ve que, si dos agrupaciones llevan candidatos comunes en sus boletas lo que hacen es sostener ante el cuerpo electoral una misma lista de candidatos. “Lista”, por consiguiente, no es equivalente a partido, porque si bien por lo general cada partido lleva su propia lista, existen otras posibilidades en los casos de alianzas y confederaciones, y en aquéllos como el conformado en el “subjúdice”, dos o más agrupaciones sostienen una lista para una o más categorías de cargos. De tal manera, que nada impide que dos o más partidos presenten idéntica nómina de candidatos – lista oficializada – para la misma categoría de cargos, cada uno en su boleta también oficializada, y que los guarismos que la lista obtiene en cada boleta se acumulen, por tratarse – justamente – de una misma lista (arg. Fallo CNE n° 367/87). ... Ello no importa votar individualmente por candidatos, sino hacerlo por una misma nómina ordenada de candidatos que coinciden porque son comunes y se encuentra incluida en otra boleta de dos agrupaciones distintas (conf. Fallo cit.). Ciudadanos electores distintos que optaron por una u otra de las boletas que incluían los mismos candidatos, entre las demás boletas de otros partidos no hicieron otra cosa, en definitiva, que expresar idéntica voluntad optando por el conjunto de candidatos que en dichas boletas aparecían inscriptos. ...”(el resaltado me pertenece).-

“Que, en cuanto a lo manifestado por los Sres. Apoderados de la Alianza Alternativa por una República de Iguales respecto de la voluntad de la Alianza de no conceder el uso de su lista de candidatos a Senadores Nacionales corresponde poner de resalto que dicha voluntad no se encuentra plasmada en el acta constitutiva de la referida alianza, resultando sólo de las aseveraciones vertidas en la impugnación opuesta a la pretensión del partido de autos que aquí se analiza”.-

“Que tal manifestación por parte de los Sres. Apoderados no resulta suficiente, a criterio de la suscripta, como para tenerla por acreditada en autos, máxime que como se desprende de fs. 46/47, obra agregada la declaración de principios del movimiento Alternativa por una República de Iguales, suscripta por los Sres. Diputados de la Nación, Dra. Elisa Carrió y el Sr. Alfredo Bravo, quien a su vez, se postula como candidato a Senador Nacional Titular por la Alianza ARI, y que fuera agregada a estos actuados por el Apoderado del partido de autos”.-

“Más aún, a fs. 105 obra agregado el acuerdo celebrado entre la Diputada Nacional Elisa Carrió y el Sr. Juan Carlos Dante Gullo, miembro de la Junta Promotora del partido de autos y además primer candidato a Diputado Nacional, del cual se desprende que: “ ... El Sr. Juan Carlos Dante Gullo se compromete a conformar con su Partido Popular Nuevo Milenio una lista de diputados nacionales para la elección de octubre, llevando para Senadores Nacionales por el distrito Gobierno de la Ciudad de Buenos Aires, al diputado Alfredo Bravo y siguientes candidatos a Senadores del Ari ... La diputada Elisa Carrió a su vez se compromete a trabajar y llevar adelante actos u otros tipos de iniciativa de apoyo de la lista del partido Popular Nuevo Milenio ...”.-

“A mayor abundamiento, el Apoderado partidario acompaña a estos actuados distintas publicaciones periodísticas – fs. 108/111 – en donde da cuenta del acuerdo político sustentado entre el máximo exponente del Movimiento ARI y del partido Popular Nuevo Milenio”.-

“Así las cosas, no puede soslayarse la actividad que desde algunos meses ha emprendido la Diputada Nacional Elisa Carrió, en pos de la creación de un movimiento denominado Alternativa por una República de Iguales. Si bien la Dra. Elisa Carrió no reviste la calidad de autoridad dentro de la Alianza transitoria ARI, dado que dicha coalición de fuerzas se encuentra conformada por los partidos Socialista Democrático e Intransigente, lo cierto es que ella resulta ser quien lidera e impulsa políticamente al movimiento de mención, cuestión que no puede desconocerse a la luz del cúmulo de manifestaciones públicas en los medios de comunicación que a diario confirman lo expuesto”.-

“De modo tal que la suscripta habrá de tener en cuenta la voluntad “política” de la máxima líder del movimiento en gestación, quien prestó conformidad para que el partido de autos pueda llevar los candidatos a Senadores Nacionales de la Alianza ARI en su propia boleta”.

De lo transcripto surge claramente que se resolvió entre otras cuestiones: (i) oficializar la lista a Senadores Nacionales del Partido Popular Nuevo Milenio, (ii) Que se trataba de la misma lista que la del Ari, (iii) que los votos correspondientes tanto a una como a otra se suman por tratarse de votos a la misma lista, tanto da si se hacen a través de la boleta del partido indicado primero o de la Alianza indicada después y (iv) Se resolvió tener por acreditada la decisión política del Ari de que el Partido Popular Nuevo Milenio lleve en la boleta del sufragio que le corresponde la misma lista del Ari configurándose una alianza a tal fin.-

Es decir que se le estableció a la ciudadanía la posibilidad de votar a los candidatos de estas listas por cualquiera de las dos boletas porque en el recuento se sumaría una con otra. No existió entonces ninguna cuestión planteada extemporáneamente por el Frente por Un Nuevo País que no haya sido resuelta con anterioridad a la interposición de la acción judicial pos electoral.-

La procedencia de la sumatoria de los votos obtenidos por una misma lista llevada en dos boletas y agrupaciones políticas diferentes no es una cuestión novedosa surgida con posterioridad al acto electoral sino una cuestión que fue debatida y decidida mediante sentencia judicial firme pasada en autoridad de cosa juzgada con anterioridad al comicio, en la etapa en que se desarrollan los actos legalmente calificados como “preelectorales”
 y, por ende, de aplicación obligatoria en el comicio en cuestión.-

La acción pos electoral, y por ende extemporánea del Frente Nuevo País pretendió ignorar la trascendencia y los efectos del fallo citado y parcialmente transcripto. De la misma forma intentó desconocer el resultado incontestable y consentido del escrutinio definitivo.-

Esa acción tuvo como propósito explícito proclamar como tercer Senador Nacional al candidato que obtuvo menos votos, demostrando así un verdadero desprecio por la voluntad popular expresada claramente en el sufragio.-

De esta forma se intentó desconocer que la sumatoria de los votos de la lista 88 (Nuevo Milenio) y 137 (ARI) constituía una norma fijada con anterioridad al comicio por un fallo judicial firme que no puede modificarse ulteriormente sin alterar la igualdad entre quienes participaron en la puja electoral y sin distorsionar la voluntad de la ciudadanía, que votó en el entendimiento de que su voto aumentaba y no disminuía la posibilidad de acceder a la banca en disputa por parte del candidato votado.-
Se pretendió, en definitiva, que no se computen votos emitidos válidamente a favor de Alfredo Bravo quien, de seguirse con esta extravagante posición habría, sin saberlo, competido contra sí mismo, hecho campaña contra sí mismo, habría trabajado en contra de su propia candidatura producto de largos años de militancia y trayectoria política en defensa de los derechos humanos y la democracia. Todo ello cuando una sentencia firme dictada con anterioridad al acto electoral, y referida a este mismo comicio y más precisamente a las listas 88 y 137 en cuestión, dispuso que “nada obsta a que una lista lleve los candidatos que propugna otra lista, siempre y cuando tal enumeración de cargos sea idéntica en ambas, dado que, de otra manera, al momento de contabilizar los votos obtenidos en cada una de ellas, no podrían sumarse a los candidatos propuestos.”

c) En el acto comicial del 14 de octubre de 2001 en otras jurisdicciones también distintos partidos llevaron la misma lista y se les sumaron los votos así obtenidos a través de las diferentes boletas.

Tal es el caso de la Provincia de Buenos Aires, donde la lista de Senadores encabezada por Duhalde (luego Presidente de la Nación en razón de su cargo de Senador Nacional) fue llevada por cuatro (4) partidos diferentes (la U.C.D., el P.J., el Partido Progreso Social y el Partido Democracia Social) y en la Pcia. de Córdoba, donde la lista de candidatos a Senadores Nacionales fue llevada por el Partido Justicialista e impulsada también por otros nueve (9) partidos con sus respectivas boletas, ocurriendo lo mismo con la U.C.R., cuya lista fue sostenida también por varios partidos con sus respectivas boletas. En Córdoba la elección se dirimió, obviamente, sumando los votos recibidos en las distintas boletas y partidos de cada lista. De más está aclarar que en esta provincia rige la misma Constitución Nacional que se aplica en la Ciudad Autónoma de Buenos Aires.-

En virtud de ello resulta un verdadero trato discriminatorio contra la ciudadanía porteña y sus candidatos que no se le permita en la Ciudad de Buenos Aires computar votos, como se permitió en otras jurisdicciones. Además de cercenar (i) El principio constitucional y supranacional de la igualdad ante la ley
, (ii) El derecho supranacional e inalienable de participar del gobierno por medio de elecciones populares genuinas, periódicas, libres
 e iguales
.-

d) En razón al espíritu de nuestra Constitución Nacional y a los antecedentes particulares recién descriptos surge que el Art. 54 de la Constitución Nacional no puede interpretarse en forma literal sin desvirtuar su propio fin, que no es otro que el de disponer la elección directa de senadores.-

Éste fue el objeto de la reforma constitucional. La innovación esencial en la materia fue sustituir la elección indirecta que regía hasta entonces por la directa, y directa significa que los votantes eligen directamente a los senadores para consagrar al más votado.-

La mención a los partidos contenida en dicha cláusula constitucional no puede alterar el principio básico de la elección directa. La elección directa de senador constituye la aplicación práctica del mayor respeto a la voluntad popular expresada sin la mediación de colegios electorales o legislaturas, constituyendo ésta el objeto-fin de la reforma constitucional que terminó, con razones de sobra, con las elecciones indirectas que preveían la Constitución Nacional del 1853/60.-

Una interpretación contraria implica incurrir en un injustificado rigor formal por su apreciación rigurosamente literal de los textos legales aplicables al caso, con la consecuente frustración del derecho constitucional de los ciudadanos de elegir a sus representantes por medio del sufragio, eligiéndose al candidato más votado.-

Como ya se señaló precedentemente la C.S.J.N. tiene resuelto que “... una adecuada interpretación de las normas electorales exige privilegiar, entre las diversas interpretaciones posibles, a aquella que respete con mayor fidelidad la voluntad del pueblo, evitando frustrar la legítima expectativa de los sufragantes.-”

Se trata simple y llanamente del respeto irrestricto al principio de la soberanía popular, el que está en juego, y este principio constituye una de las bases esenciales del sistema representativo y republicano de gobierno que nuestra Constitución Nacional prevé en su primer artículo.-

El Art. 54 de la Constitución Nacional dispone que “El Senado se compondrá de tres senadores por cada provincia y tres por la ciudad de Buenos Aires, elegidos en forma directa y conjunta, correspondiendo dos bancas al partido político que obtenga el mayor número de votos, y la restante al partido político que le siga en número de votos. Cada senador tendrá un voto.”

No cabe duda que se prevé la elección directa de los senadores y que de estar al significado literal de las palabras este artículo se refiere a los dos partidos políticos más votados. Y la norma se refiere a partidos políticos y no a alianzas, que es algo bien diferente. La omisión de las alianzas en el texto constitucional no puede atribuirse a imprevisión de los constituyentes puesto que fueron contempladas en la cláusula transitoria Cuarta cuyo objeto fue reglar las últimas elecciones indirectas de Senadores Nacionales y que excluye expresamente al comicio que nos ocupa al disponer que “Los mandatos de los senadores elegidos por aplicación de esta cláusula transitoria durarán hasta el nueve de diciembre del 2001”
.-

En consecuencia, no existe duda alguna que estarse a una interpretación literal de la cláusula Constitucional no contempla las alianzas electorales y sólo se refiere a los partidos políticos más votados de lo que derivaría en (i) la inconstitucionalidad del Art. 157 del Código Electoral Nacional en cuanto introduce a las alianzas cuando la Constitución se refiere solamente a los partidos, (ii) que en el resultado de estas elecciones no se tomen en cuenta las alianzas donde es imposible conocer los votos que le aporta cada partido, y (iii) sólo se consideren los dos partidos más votados, como literalmente ordena la Constitución.-

Este criterio hubiera otorgado en la Ciudad de Buenos Aires dos Senadores al Partido Autodeterminación y Libertad que obtuvo de un total de 1.887.846 votos, 92.647 votos, consagrando como Senadores al Sr. Norman Brisky y a la Sra. Dora Martínez y el tercer senador correspondería al Partido Humanista, como segundo partido más votado, con 65.170 votos sobre un total de 1.887.846 votos y resultaría Liliana Ambrosio Senadora Nacional.-

Las leyes 23.247, 23.476, 24.012, 2.444 y 24.904 que reglamenta el Art. 54 de la Constitución Nacional interpretaron (no literalmente claro está) que la mención de los partidos políticos contenida en la Constitución Nacional excedía el concepto restringido de un partido político determinado y resultaba posible incluir a las alianzas electorales, como lo hizo el Artículo 157 en el que basó el candidato de la Alianza Frente por Un Nuevo País su postulación.-

La ley, al posibilitar la presentación de las Alianzas para la elección de Senadores Nacionales, fue más allá de la significación literal de la letra constitucional y entendió que no se violaba el Art. 54 de la C.N. si se contemplaban las alianzas que éste no preveía. Y entendemos acertada esta política legislativa puesto que “El quid del problema reside entonces en optar por una interpretación meramente teórica, literal y rígida de la ley que se desinterese del aspecto axiológico, de sus resultados prácticos, concretos o por una interpretación que contemple las particularidades del caso, el orden jurídico en su armónica totalidad los fines que la ley persigue, los principios fundamentales del derecho, las garantías y derechos constitucionales y el logro de los resultados concretos”.-

Si lo que se trata es encontrar una interpretación teleológica y de buena fe de las normas constitucionales y legales de modo que se vea reflejada la voluntad popular soberana, base de nuestro sistema republicano de gobierno y no un atajo para colocar en el senado a quien obtuvo menos votos, no existe razón alguna para considerar alianza a la lista encabezada por Beliz y negarle tal carácter a la que llevaba a Alfredo Bravo como primer candidato. Esto constituiría un trato discriminatorio contrario a claras disposiciones legales y supranacionales.-

La alianza del Ari con el Partido Popular Nuevo Milenio fue aceptada en la oportunidad de oficializarse la lista para Senadores Nacionales que llevó cada una de estas agrupaciones.
 Se trató de la misma lista, así lo dispuso la justicia electoral, y las diferencias que tardíamente se advierten en la presentación en traslado carecen de entidad suficiente para confundir al electorado para negar que, obviamente, se trata de las mismas personas ordenadas de igual manera.-

Ya resolvió nuestro más alto tribunal “Que en materia de alianzas transitorias, el Art. 13 inc. b. de la ley 23298 exige únicamente que se trate de partidos políticos con un volumen partidario, una organización estable y con reconocimiento de su personalidad jurídico política. En este aspecto, no existe elemento alguno en la ley orgánica de los partidos políticos que permita suponer que, en el proceso electoral, pueda prevalecer el partido sobre los candidatos o que prohiba que dos o más partidos formulen una alianza transitoria mediante la oficialización en sus respectivas boletas electorales de una misma y única lista de candidatos a los efectos de su suma en el acto del escrutinio.-”

No cabe otra solución posible cuando dos partidos diferentes llevan una misma lista de candidatos. Imaginemos dos partidos con una misma lista de Senadores Nacionales, resultando estos mismos los dos más votados en una elección. En tal caso, si se aplicase el absurdo criterio de no sumar los votos se consagrarían los candidatos de una sola lista. Se derogaría el principio de representación de la minoría que consagra el Art. 54 de la C.N. y que resulta un pilar básico de la representación parlamentaria en el Senado dispuesto en la última reforma constitucional.-

Pero éstos no son los únicos elementos disvaliosos y contrarios a la Constitución Nacional que traería aparejada la interpretación planteada por el Frente por un Nuevo País. Se desvirtuaría también nuestro sistema federal de gobierno.
 Ello es así porque los Senadores Nacionales representan a sus provincias y no a los partidos políticos que los proponen. La existencia de igual número de senadores por cada provincia, con independencia de su cantidad de habitantes, constituye una cuestión esencial que hace a nuestra organización federal. Es una forma de salvaguardar y garantizar la participación de todas las provincias por igual, sin importar su tamaño o población.-

“La relación de participación implica reconocer en alguna medida la colaboración de las provincias en la formación de decisiones del gobierno federal. Nuestra constitución la institucionaliza componiendo dentro del gobierno federal al órgano congreso con una cámara de senadores, cuyos miembros representan a las provincias. Nuestro bicamerismo responde, pues, a la forma federal del estado”.

Como se ve, tal como sucede muchas veces con las interpretaciones superficiales y literales como la que nos ocupa, las que pese a su apariencia de ser rígida y extremadamente constitucional, resulta contraria a los principios básicos de la Constitución al menoscabar la república representativa, ignorando el pronunciamiento mayoritario y el sistema federal al colocar en cabeza de los partidos políticos lo que constituye un canal de participación de las provincias en nuestro sistema federal.-

Sostener lo contrario cercenaría el derecho a la libre asociación política contenida en la Cláusula XXII de la Declaración Americana de los Derechos del Hombre.-

Por otra parte, la Constitución Nacional en su artículo 64 establece que “Cada Cámara es juez de las elecciones, derechos y títulos de sus miembros en cuanto a su validez...”, razón por la cual en la actualidad se encuentra a estudio del Senado de la Nación el expediente O:V 256/03 “Leguizamon María Laura: solicita su incorporación como tercer senador por el distrito de Ciudad de Buenos Aires y adjunta documentación” y el expediente P 38/03 “Rinaldi Susana N. Y otros, reiteran presentación formulada oportunamente por Alfredo Bravo en relación con la incorporación del senador por la minoría para el distrito Ciudad de Buenos Aires y solicita pronunciamiento del Senado en virtud del art. 64 de la Constitución Nacional.”
Tenemos la convicción que en una democracia que se precie de tal, sólo puede proclamarse como Senador Nacional en una elección directa a quien obtuvo más votos. Cualquier otra interpretación que pudiera resultar plausible mediante un titánico esfuerzo intelectual no ocultará jamás el resultado nefasto de violentar la voluntad popular y de olvidar que el pueblo gobierna a través de sus representantes.

Por tal razón, y por las particularidades de este caso recién descriptas, entendemos que el Senado de la Nación al hacer la evaluación de los derechos y títulos de la persona que representará en ese cuerpo a la minoría porteña debe respetar la decisión soberana del pueblo de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires que se expresó a través de una mayoría de votos acerca de quién debe ocupar ese lugar.-

Estamos convencidos que el hecho que sean los jueces quienes decidan quién debe ocupar esa banca distorsiona la voluntad popular, pues el único soberano para designar su mandante en uno de los poderes del Estado es la ciudadanía a través del sufragio y no los jueces por medio de su sentencia: de allí que se impone el respeto irrestricto de la voluntad del pueblo expresa en la cantidad de sufragios a favor de determina lista.-

De esta forma no solo se honraría la memoria de un incansable luchador por los derechos civiles y democráticos de nuestra sociedad, sino que también se le rendiría el tributo que corresponde al Pueblo, que bueno es recordar es el único soberano.-
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